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León, Guanajuato, a 30 treinta de noviembre del año 2009, dos mil nueve. .  . . 
V I S T O para resolver el expediente número 267/2009-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano TOMAS ÁLVAREZ ÁNGELES, en contra de Saúl Chávez Nava, Inspector adscrito a la Dirección General de Urbanismo de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad demandada aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que la infracción impugnada no afecta el interés jurídico del actor, por no ser un acto definitivo, toda vez que no se encuentra acreditada su calificación. .
Causal de improcedencia que resulta FUNDADA, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, cabe mencionar 
que el artículo 206-A, Párrafo Segundo, de la reformada Ley  Orgánica  Municipal para el Estado de Guanajuato, ante los Juzgados Administrativos, prevé la impugnación de los actos o resoluciones administrativas dictadas por las autoridades municipales, con excepción de las del Ayuntamiento, cuando afecten el interés jurídico de los particulares; precepto que en lo conducente establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“Artículo 206-A.-. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y
 por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados ante los Juzgados Administrativos Municipales cuando afecten intereses de los particulares.
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .”
El artículo transcrito en supralíneas, para la procedencia del juicio de nulidad exige como requisitos sine qua non que la parte actora tenga un interés jurídico y que acredite la afectación que sufre en su esfera de derechos; y, para efectos de este  proceso administrativo, por la naturaleza del acto impugnado, el interés jurídico es estimado como un derecho subjetivo de carácter administrativo, reconocido por un precepto jurídico del Reglamento de Zonificación y Usos de Suelo para el Municipio de León, Guanajuato y la afectación al interés jurídico existe cuando el actor resiente un perjuicio de manera directa en su esfera jurídica.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El acta de infracción número 37147 de fecha de fecha 28 veintiocho de agosto del año 2009, dos mil nueve, no afecta el interés jurídico del ciudadano Tomas Álvarez Ángeles, en virtud de que en esta acta, sólo se consignan los hechos relativos a la no presentación de licencia de uso de suelo para almacenar fierro viejo y madera en el predio ubicado en calle Crisantemos número 701 de la colonia Jardines de Jerez de este Municipio. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En tal virtud, el acta de infracción antes descrita no reviste el carácter de acto definitivo al no producir sus efectos jurídicos inmediatos, pues constituye una etapa del procedimiento administrativo para la imposición de sanciones administrativas, ya que la autoridad municipal antes de imponer una sanción debe llevar a cabo todas y cada una de las etapas previstas en los artículos 192, 193, 194, 195, 197, 199, 200 y 208 del Reglamento de Zonificación y Usos de Suelo para el Municipio de León, Guanajuato y en las constancias que integran la presente causa administrativa, sólo obra el acta de infracción levantada por el inspector demandado, misma que a la fecha no ha sido calificada, por tanto, esta acta impugnada por si misma no le causa ningún perjuicio al presunto infractor, pues al impetrante aún no se le ha impuesto sanción administrativa alguna, por lo que es evidente que sus efectos y consecuencias aún no inciden en su esfera jurídica. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
Bajo esta tesitura, la referida acta de infracción, es un acto meramente procedimental, ya que forma parte de la serie de pasos que deben cumplirse de manera previa a la calificación de la infracción, la que se da en la resolución que pone fin al procedimiento administrativo, porque es en esta en donde se determina de manera fundada y motivada la comisión de la falta administrativa y en su caso se aplica la sanción que en derecho corresponde, por ello, la determinación de la imposición de la sanción sería la que afectaría la esfera jurídica del actor, puesto que este acto del procedimiento se caracteriza por su naturaleza de inimpugnable, en virtud de que no pueden impugnarse separadamente de la resolución que pone fin al procedimiento administrativo, dado que esta acta no produce un efecto jurídico inmediato, respecto a la falta administrativa imputada, sino que ese efecto se da hasta que se imponga a la actora la sanción respectiva. Sin embargo, no existe impedimento legal para que este acto pueda ser impugnado de manera conjunta con esa resolución, ya que para el caso de existir vicios de carácter formal o material, podrían originar su nulidad, la que sería materia de otro juicio; luego entonces, para que la infracción impugnada, incida en la esfera jurídica de la parte actora, es indispensable que exista la calificación de la infracción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A mayor abundamiento, la infracción impugnada no le causa perjuicio alguno a la parte actora, en razón de que esta por su propia naturaleza, no tiene el carácter de definitivo, por lo que es evidente que aún no incide en su esfera jurídica, toda vez que en el acta de infracción sólo se consigna una conducta que puede dar o no origen a la imposición de una sanción, pero que forma parte del procedimiento administrativo, en donde el impetrante todavía tiene la oportunidad de ofrecer las pruebas que estime conducentes para probar que no cometió la falta administrativa que se le imputa y de presentar las alegaciones conforme a su derecho convenga. Luego entonces, hasta que no se hayan agotado todas y cada una de las etapas del multicitado procedimiento administrativo, el actor estará en condiciones de buscar la protección de la justicia administrativa, en razón de que todavía no se le ha causado perjuicio alguno, pues el acta de infracción es un acto del procedimiento; consecuentemente, hasta que se haya calificado la infracción es cuando se está en posibilidad de impugnar el acta de infracción antes descrita, ya que la calificación es lo que le da el carácter de definitivo al acto impugnado, requisito sine qua non para que el actuar de la autoridad demandada irrogue perjuicio al particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En consecuencia, en la especie, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa del Estado y los Municipios de Guanajuato, en razón de que la infracción impugnada no afecta el interés jurídico del actor, por tanto, es procedente sobreseer este proceso administrativo, conforme a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298 y 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE PROCESO ADMINISTRATIVO, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el segundo considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . .  . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . . . . .

Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos, la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

ESTA FOJA ES PARTE DE LA SENTENCIA DEL 30 DE NOVIEMBRE DEL AÑO 2009, DICTADA EN EL EXPEDIENTE No. 267/2009-JN. 

